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 INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá D.C. en ejercicio de la competencia asignada por la Constitución Política de Colombia en sus Artículos 268 y 272, la Ley 42 de 1993, el Decreto 1421 de 1993 y la Resolución Reglamentaria No. 054 de 2001 y en cumplimiento del "Plan de Auditoría Distrital - PAD 2005", practicó Auditoría Gubernamental con enfoque Integral, modalidad ESPECIAL al proceso de contratación adelantado por la unidad ejecutiva local de Salud.

La línea de la Auditoria seleccionada responde en primer lugar a la importancia del asunto o materia a que ésta hace relación, como quiera que la contratación es el principal instrumento de gestión con que cuenta la Administración y en segundo lugar, a los riesgos asociados  al proceso a las actividades ejecutadas, toda vez que representan un aspecto estratégico para los resultados de la Entidad.

Para llevar a cabo esta evaluación, se utilizaron las técnicas y normas de auditoría establecidas por la Contraloría de Bogotá D.C., las que son compatibles con las de general aceptación.

 Dada la importancia estratégica que  la Secretaria Distrital de Salud  tiene para la administración de la Ciudad, se espera que este informe contribuya a su mejoramiento y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos que redunde en el bienestar y mejor calidad de vida de los ciudadanos. 

1. ANÁLISIS SECTORIAL

1.1. ANTECEDENTES DEL SECTOR

El presupuesto de las localidades está constituido en un 99,0% por transferencias de la administración central, provenientes del 10,0% de los ingresos corrientes del Distrito. A través de los FDL se ejecuta aproximadamente el 4,0% del total de la inversión que la administración distrital realiza en las localidades, mientras que el otro 96,0% restante es ejecutado por entidades de la Administración Central y por los establecimientos públicos distritales.

El sector local tiene un alto grado de dependencia del sector central, con lo cual las deficiencias en el proceso de interacción entre la gestión central, la coordinación interadministrativa y la gestión local cobran gran importancia dentro del análisis del proceso en todo su contexto, siendo preciso determinar el papel descentralizador en las diversas localidades, de la Secretaría de Gobierno, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital y la Secretaría de Hacienda. Es evidente que la aparente autonomía local en la toma de decisiones se ve limitada por ejercer representatividad directa de la Alcaldía de Bogotá.

Con lo anterior, el contexto socioeconómico de las localidades se dimensiona desde la descentralización de la ciudad, sus avances y estancamientos. El modelo descentralizador se ve fortalecido a partir del Estatuto Orgánico de Bogotá, porque con el decreto 1421 de 1993 se crearon las juntas administradoras locales, la elección de ediles, y la conformación de los veinte (20) fondos de desarrollo local. Esta norma ha orientado desde entonces la acción local en la asignación y ejecución de recursos, competencias de las autoridades locales, supresión o creación de nuevas localidades.

La pretendida autonomía depende en gran medida de los recursos locales y de la participación ciudadana en la elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento, evaluación y control del plan de desarrollo económico y social para las localidades a través de los encuentros ciudadanos y los consejos de planeación local.

Es claro que están en cuestión los preceptos de la descentralización como la capacidad de afianzar la legitimidad del gobierno a través de la distribución del poder, la capacidad de obtener ganancias en términos de eficiencia, lograr la focalización de la problemática con equidad, condiciones que no se han dado porque las instituciones territoriales no son eficientes, presentan debilidades administrativas, en especial de planificación. 

El proceso de contratación bajo el esquema FDL - UEL ha promovido la inversión local por parte del ente central desvirtuando con ello el modelo de descentralización, delegación y desconcentración de funciones predicado por la Carta Política.

Las experiencias en la aplicación del modelo de contratación evidencian que el problema se centra en la débil estructura administrativa, incapacidad de gestión y falta de articulación entre los funcionarios responsables de aplicar las metodologías de planeación, ejecución y evaluación de resultados generados con los recursos locales.

En conclusión, no existe la efectiva coordinación interinstitucional que se buscó al expedir las normas que servirían como base a este proceso y que generarían compromiso en sus gestores para el desarrollo de dicho modelo; así mismo, la participación ciudadana no ha generado los resultados esperados, en tanto no se han dado los cambios en la institucionalidad de la administración del Estado, orientados a alcanzar una sociedad autorregulada, fuerte y que asuma su responsabilidad en la utilización de los espacios de concertación y decisión local.

Es claro, que algunos mecanismos de participación se han consagrado y se pretenden desarrollar a través de los encuentros ciudadanos y en la convocatoria de las veedurías a efectuar control social a la contratación, estos, no cumplen con el espíritu de la norma, teniendo en cuenta que finalmente no se materializa el poder fiscalizador y decisorio en cabeza del ciudadano.

1.2. DIAGNÓSTICO PRELIMINAR DEL SECTOR
El sector local se encuentra caracterizado por la falta de autonomía, donde la pretendida descentralización no es más que una utopía. Evidencia de ello es la situación presentada en las tres  (3) últimas administraciones, donde la asignación de recursos locales y, principalmente, la ejecución de dichos recursos han estado ligadas al esquema local FDL - UEL
, proceso que ha demostrado su ineficiencia e inoperancia, teniendo en cuenta que más del 85,0% de los recursos que aportan parcialmente la solución a la problemática local, son intermediados en su ejecución por las UEL en forma tardía e inoportuna.

De otra parte, la tutoría y el permanente direccionamiento de la Secretaría de Gobierno, hace ver a las juntas administradoras locales, a los fondos de desarrollo local y, en general, a las administraciones locales, como apéndices de la administración central; sólo basta recordar que las plantas de personal de las localidades son de la Secretaría de Gobierno y que el alcalde local es designado por el Alcalde Mayor, siendo sujeto de libre nombramiento y remoción por parte de éste, a pesar de ser escogidos de una terna presentada por las JAL.

En síntesis, se puede afirmar que los incipientes avances de descentralización logrados para Bogotá, a partir de la Constitución de 1991, se han venido perdiendo, principalmente por vía normativa.

Todo lo anterior ha incidido negativamente en el contexto local, mostrando que la ejecución de los planes de desarrollo local presentan un rezago de casi dos años sin un impacto social positivo. Lo anterior, por cuanto se han afectado los procesos de planeación y de inversión, por no contar con soportes técnicos y económicos reales y ajustados en el tiempo.

En cuanto a las características socioeconómicas del sector local, este tiene que ver con el tamaño del territorio y su vinculación directa con la población habitante; como en casi todos los temas de descentralización Distrital se presentan contrastes en su comportamiento, lo cual impide que esta variable de caracterización sea más útil en el proceso de inversión y toma de decisiones locales. Las localidades de menos de 200.000 habitantes son consideradas como pequeñas y tienen dos grupos muy bien diferenciados: un grupo pertenece en su gran mayoría al estrato 4, con un promedio de NBI del 7,0% y sus ejemplos más concretos son Teusaquillo, Chapinero y Barrios Unidos.
El segundo grupo, conformado por Santa Fe, Mártires, Antonio Nariño y Candelaria, pertenece al estrato 2 y 3, teniendo un promedio de NBI de 9,0%. Se puede concluir, que las localidades consideradas como pequeñas por su población y territorio tienen un nivel de calidad de vida aceptable, aclarando que Santa fe y Mártires están básicamente afectadas por otro elemento de caracterización que es su ubicación geográfica.

Las localidades con población de más de 200.000 habitantes y menos de 400.000 son consideradas como medianas, y presentan diferenciación de la siguiente manera: un grupo, conformado por Usaquén, Rafael Uribe, Fontibón y Puente Aranda, cuyo estrato característico es 3 y promedio de NBI de 10,0%; un segundo grupo con San Cristóbal, Tunjuelito y Usme, con estratos mayoritarios 1 y 2, y con promedio de NBI de 15,0%. Al igual que el grupo anterior, existen contrastes pero en menor medida, determinados básicamente por la localización geográfica, la población desplazada y el desorden en el crecimiento urbano por los barrios ilegales.

Las grandes localidades son Ciudad Bolívar, Kennedy, Engativá, Suba, Bosa y San Cristóbal, que tienen más de 450.000 habitantes y dos grupos diferenciados: Kennedy, Engativá y Suba, con un promedio de NBI de 16,0% y estratos característicos 2 y 3; y Bosa, San Cristóbal y Ciudad Bolívar con promedio de NBI de más del 22,0% y estratos característicos 1 y 2. 

Uno de los problemas a enfrentar y solucionar en localidades como Ciudad Bolívar, Usme, Bosa, Santa Fe, San Cristóbal, Usaquén, Suba, Kennedy y Engativá tiene que ver con las zonas definidas como de alto riesgo no mitigable de remoción y de inundación, peligro latente para quienes construyen allí de manera ilegal. 
Otro aspecto importante por solucionar es el gran aumento de la población desplazada por la violencia, que llega en condiciones muy precarias y que, en muchos casos, termina viviendo en alguno de los aún existentes asentamientos ilegales, como en las localidades de Ciudad Bolívar, Kennedy, Bosa y Usme.

En infraestructura es recurrente la queja de las comunidades en cuanto al deterioro de la malla vial, ocasionado por la política de la Administración Central Distrital encaminada a destinar grandes recursos para los ejes viales troncales hoy destinados a Transmilenio, supeditando la solución de la deteriorada malla vial local a las Administraciones Locales con los insuficientes recursos que se les otorga.

De otra parte, es preocupante que en localidades como Ciudad Bolívar, San Cristóbal, Kennedy, Bosa y Usme se enfrenten problemas tan graves como la situación de extrema pobreza y miseria (ver cuadro Nº 1) en que vive actualmente la población. En estas localidades se encuentran 60.950 personas en miseria, es decir el 79,0% del total de Bogotá, que asciende a 77.182 personas.

CUADRO Nº 1

NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS -NBI
- EN BOGOTÁ D.C. - 2003

LOCALIDAD
POBLACIÓN 2003*
PERSONAS EN POBREZA
PERSONAS EN MISERIA



Nº
%
Nº
%

USAQUÉN
441.131
17.324
3,9
-
0,0

CHAPINERO
135.895
2.150
1,6
-
0,0

SANTA FE
126.014
16.117
12,8
-
0,0

SAN CRISTÓBAL
488.407
77.284
15,8
16.121
3,3

USME
252.817
37.291
14,8
5.367
2,1

TUNJUELITO
225.511
20.965
9,3
2.380
1,1

BOSA
525.459
51.135
9,7
7.946
1,5

KENNEDY
898.185
81.525
9,1
13.583
1,5

FONTIBÓN
284.449
19.243
3,8
-
0,0

ENGATIVÁ
796.518
29.994
3,8
1.157
0,1

SUBA
805.245
22.808
2,8
4.613
0,6

BARRIOS UNIDOS
178.704
6.234
3,5
73
0,0

TEUSAQUILLO
155.841
313
0,2
-
0,0

LOS MÁRTIRES
101.755
5.166
5,1
586
0,6

ANTONIO NARIÑO
104.120
3.104
3,0
-
0,0

PUENTE ARANDA
288.890
10.620
3,7
1.122
0,4

LA CANDELARIA
26.898
2.418
9,0
274
1,0

RAFAEL URIBE U
422.969
35.142
8,3
4.075
1,0

CIUDAD BOLÍVAR
602.697
97.447
16,2
17.931
3,0

TOTAL
6.861.499
536.278
7,8
77.182
1,1

* Población obtenida a partir de encuestas de calidad de vida, Bogotá D. C. 2003.

Fuentes: Dane, Encuesta de Calidad de Vida, 2003. DAPD, Subdirección de Desarrollo Social, Encuesta de Calidad de Vida de Bogotá D. C., 2003.

Igualmente, estas localidades deben enfrentar los más altos niveles de necesidades básicas insatisfechas; la evidencia muestra como la mayoría de la población está dentro de los estratos 1 y 2 y se encuentra clasificada en los niveles 1 y 2 por el Sisben (ver cuadro Nº 2).
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Todo esto hace que estas localidades estén consideradas como las de situación más crítica en términos de pobreza, con las consecuencias que esto acarrea.

De otra parte, en el sector local de Bogotá el tema de la educación se caracteriza por dos aspectos contradictorios: por un lado se ha tratado de aumentar la cantidad de cupos (ver cuadro Nº 3), buscando crear conciencia de lo importante que es educar a los niños y jóvenes, de acuerdo con la necesidad de ampliar la oferta; pero por otro lado hay preocupación por la deserción educativa en el nivel superior y universitario y por el aumento del desempleo que la gente percibe como crítico. 

La población en edad escolar en Bogotá estimada para el año 2002 era de 1.540.798 niños y jóvenes; es decir que están entre los 5 y 17 años de edad. Las localidades que concentran esta población son: Kennedy con el (13,9%), Engativá (11,2%), Suba (11%), Ciudad Bolívar (10,7%) y San Cristóbal (8,3%)
. 

Por estratos, los niveles 1 y 2 concentran el 46,1% de la población en edad escolar, correspondientes a 710.615 estudiantes que se ubican principalmente en las localidades de Ciudad Bolívar con el 21,8%, San Cristóbal con el 15,1%, Bosa con el 12,8%, Kennedy con el 12,2%, Usme con el 10,1% y Suba con el 8,2%. Por su parte, el estrato 3 presenta el 41,4% de esta población y los restantes, el 12,5%.

CUADRO Nº 3
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Para la vigencia 2003, de acuerdo con la demanda efectiva, el mayor faltante de cupos se encontró en las localidades de Los Mártires, Bosa, Engativá, Ciudad Bolívar, Suba y Usme. De igual forma, según los mayores déficit potenciales, de acuerdo con el NBI, se localizan en Puente Aranda, Fontibón, Ciudad Bolívar, Kennedy, Engativá, Suba y Usaquén.

Las estimaciones del NBI se realizaron sobre el censo de 1993, por lo que no se tiene en cuenta el impacto de la crisis económica de la última década, ni las nuevas demandas generadas por la población desplazada por la violencia. Tampoco se considera en estas estimaciones a la población asentada en la localidad de Sumapaz, la cual tiene los mismos derechos que el resto de los habitantes de la ciudad. Dadas las exigencias, las mayores inversiones en el sector educativo tanto en educación primaria y secundaria, como en educación presencial inicial, deben realizarse de manera prioritaria en localidades como Ciudad Bolívar, Bosa, Suba, Kennedy y Usme, no sólo por el diagnóstico de este sector, sino también porque sus cifras de pobreza y vulnerabilidad así lo exigen.

El tema de empleo, a pesar de no ser de competencia de lo local, sí es un problema al que la administración central distrital le debe prestar atención, ya que, en general, la tasa de desocupación en el Distrito es del 13,11%, es decir 451.385 personas
 económicamente activas. Para la vigencia 2003 la tasa de desempleo en Bogotá alcanzó el 17,4%. 

Los espacios recreativos, lúdicos y deportivos, como parques y zonas verdes e instalaciones apropiadas para desarrollar actividades deportivas, culturales o de recreación pasiva son exiguas en las localidades como Ciudad Bolívar, Usme y Bosa. En este sector de la ciudad solo se cuenta con el Parque Metropolitano El Tunal, perteneciente a la localidad de Tunjuelito.

De este breve diagnóstico, y en concordancia con algunos datos del estudio de la pobreza en Bogotá
 se deduce que las poblaciones más necesitadas por su carencia de acceso a los bienes y servicios básicos se ubican en las localidades de Ciudad Bolívar, Kennedy, Bosa, Usme, San Cristóbal, Rafael Uribe Uribe, Santa Fe y Engativá. 

Excepto por Usme y Santa Fe, las precitadas localidades no solo presentan el mayor porcentaje poblacional sino que también su ritmo de crecimiento es superior al de otras zonas de la ciudad.

Además, estas localidades registran la mayor población en estratos 1 y 2; el mayor número de inscritos en los niveles I y II de Sisben; las tasas más altas de necesidades básicas insatisfechas -NBI-; los mayores déficit de educación inicial, primaria y secundaria; los más bajos índices de estado global de la salud, los mayores porcentajes de vías en mal estado y la mayor carencia de espacio público peatonal. Además, algunas de ellas registran las tasas más altas de homicidio de la ciudad. Por todo ello, se amerita la intervención integral y prioritaria de la administración distrital en estas localidades, tanto con recursos de la administración central como local.

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el sector local contó con un presupuesto acumulado de $352.566,7 millones, de los cuales la inversión directa del periodo fue de $227.726,5 millones, las obligaciones por pagar fueron de $122.712,6 millones (distribuidos en reservas presupuestales, cuentas por pagar y pasivos exigibles) y la disponibilidad final fue de $2.127,6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979,0 millones, es decir el 91,6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro, solo alcanzó un total de $171.096,5 millones, es decir el 48,5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882,5 millones lo que representó el 43,1% de los $352.566,7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9,4% de los recursos apropiados para el periodo, es decir $31.715,3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidos en los planes de desarrollo locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003, en las veinte localidades, se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos; de estos el 7,68%, que representó 47 proyectos, no fue ejecutado o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44, es decir el 7,77%, presentaron giros del 100,0% durante la vigencia de 2003; los recursos de los restantes 500 proyectos, el 88,34%, quedaron en reservas presupuestales, lo cual implicó el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004.

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL - UEL, y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la auditoría regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.

Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, lo cual denota falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los fondos de desarrollo local, que son los que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuestales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios interadministrativos de cofinanciación, y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuestales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.
En este orden de ideas, el balance social de las administraciones locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y la demora en la ejecución de los proyectos no permiten que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las administraciones locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad, educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.

De otra parte, a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado y, por el contrario, hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el sector local.
Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el modelo FDL - UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos.

2. HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO  AUDITADO

Durante el periodo auditado, los contratos  liquidados, pertenecen a la vigencia 2002 y 2003. El grupo auditor revisó contratos por valor de $5.513 millones, teniendo que dejar de un lado otros 59 contratos que fueron terminados y no liquidados  y que ascienden a un  valor de $6.929.4 millones, lo que conlleva a demostrar aún más el atraso que existe en materia de contratación, toda vez que el trámite de los procesos de liquidación ha sido ineficaz, consecuencia entre otras razones de los frecuentes cambios de coordinador de la UEL, transgrediendo de esta forma lo que expresa   el    Articulo  60 de la ley 80   de 1993. 

Adicionalmente, el número de contratos perfeccionado en la vigencia 2004 ascendió a $7.361.4  millones, de estos, pasaron a reservas presupuestales en el 2005 contratos por $6.529.3 millones y de esos solo se ha ejecutado y girado $2.556.4 millones, o sea el 34.7 %,  entre tanto  para la vigencia fiscal de  2003 se celebraron contratos por valor de $6.927.1 millones, de los cuales pasaron a pasivos exigibles para cancelar en el 2005, contratos por $941.0 millones,  lo que demuestra un  atraso de dos (2) años. 

De hecho se puede asegurar que esta practica afecto negativamente el cumplimiento de las metas y  actividades programadas por los Fondos de Desarrollo Locales y por ende el cumplimiento del plan de desarrollo del Distrito en general. 
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DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL
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La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política de Colombia, la Ley 42 de 1993, el Decreto 1421 de 1993 y la Resolución Reglamentaria No. 054 de 2001, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a la Unidad Ejecutiva Local de SALUD, con el fin de determinar el cumplimiento de los principios de economía, eficiciencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión durante el periodo comprendido entre el 1º de Enero  de 2004  y 30 de Octubre  de 2005, para lo cual se llevó a cabo la correspondiente evaluación al proceso de contratación adelantado por la Entidad y la verificación de que éste se haya realizado conforme a las normas legales. 

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá D.C. Este Organo de Control se encarga de producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la Entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento de las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del mismo.

El informe da cuenta de las irregularidades detectadas por el Ente de Control, las cuales deberán ser atendidas por la administración, a efectos de que redunde en el mejoramiento continuo y por ende, en la eficiente y eficaz prestación del servicio en beneficio de la ciudadanía, fin último del ejercicio del Control Fiscal.  

Concepto sobre Gestión y Resultados 

Como resultado de la evaluación efectuada al proceso de contratación, se evidenció que la  Unidad Ejecutiva Local de SALUD, presenta deficiencias que inciden en el logro de su misión y de sus objetivos estratégicos e  institucionales.

En efecto, se determinó la falta de compromiso de la alta dirección en aras de hacer realidad la implantación del Sistema de Información, que garantice la eficiente prestación del servicio. 

Así mismo, los archivos  relacionados con las carpetas de los contratos y los expedientes pertenecientes al Area Legal, no se encuentran debidamente organizados y no ofrecen las debidas medidas de disposición, inmutabilidad y seguridad, señaladas en la Ley 594 del 14 de julio de 2000 “Sobre  aplicación General de Archivos.”  Es de señalar que en ninguna de las carpetas de los contratos que fueron objeto de la muestra, los documentos estaban dispuestos de manera cronológica y peor aún, todas faltaban informes de los contratistas e interventores.  

La muestra seleccionada para llevar a cabo la auditoría da cuenta que no se ha dado  cumplimiento a los requisitos que de orden formal exige el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. 

Es evidente que la entidad tiene serias dificultades para dar cumplimiento de sus metas y objetivos misionales, siendo una de ellas el atraso en la liquidación y ejecución de los proyectos radicados por los Fondos de Desarrollo Local; en relación con lo cual se observa, el crecimiento sin control de perfeccionamientos en el año 2004, sin iniciar su ejecución, esto  genera la ocurrencia de altos riesgos en la eficiencia de las inversiones.  

En los contratos que hicieron parte de la muestra selectiva (45), se evidenciaron irregularidades  en 21 de ellos, constituyendo hallazgos de tipo administrativo  con incidencia   disciplinaria, relacionados con el hecho de que se transgreden normas como las  Leyes Nos: 80 de 1993, 734 de 2002, 789 de 2002, 633 de 2000, 610 de 2000,  Decretos Nos: 624  de 1989, 2170  de 2002 y el Código Civil Colombiana.

De conformidad con lo anterior, se conceptúa la gestión del proceso contractual llevado a cabo por la UEL salud como desfavorable, toda vez que a 30 de Octubre de 2005 solo se ha ejecutado el 37% de lo contratado.

Como resultado de esta evaluación también se observa que el Sistema de Control Interno de la UEL Salud, presenta deficiencias que inciden negativamente en el logro de la misión y de los objetivos estratégicos institucionales. 

A pesar de estar formalmente establecida la Oficina Asesora de Control Interno, no se denota una labor planeada que sea efectiva y que permita cumplir cabalmente con los objetivos del Sistema, de conformidad con  lo normado en el artículo 2º. De la Ley 87 de 1993 y demás normas concordantes.

El resultado de esta evaluación da cuenta de que el Sistema de Control Interno de la Oficina  Jurídica aún no es eficiente, por lo que se requiere un claro compromiso  no sólo de la Oficina Asesora de Control interno sino de la UEL en general para  tomar las acciones necesarias. Se hace indispensable la elaboración del mapa de riesgos de los diferentes procesos relacionados.

Cordial saludo,

NESTOR ENRIQUE RODRIGUEZ BLANCO
Director Sector Desarrollo Local y Participación Ciudadana. 

4
RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

4. 1. EVALUACIÓN A LA CONTRATACIÓN.

4.1.1. Etapas  Contratación.

En la revisión de los contratos se verificaron las etapas de la actividad contractual. las cuales se deben desarrollar al interior de la entidad, así: 

4.1.1.1 Etapa de Planeación

En esta etapa la entidad evaluará la oportunidad y conveniencia de adelantar el proceso de selección y de contratación y su adecuación al presupuesto, se realizarán los estudios necesarios para la determinación exacta de los bienes, servicios u obras requeridas, y se identificarán técnica y económicamente el objeto de las prestaciones del contrato a celebrar. En especial se tendrá en cuenta que toda decisión de dar inicio a un procedimiento contractual debe estar precedida de una planeación del mismo que debe incluir, como mínimo: 

a) La justificación del futuro contrato, realizada por el área que al interior de la entidad requiera del mismo y donde se analice y determine la conveniencia y oportunidad del contrato a celebrar, su adecuación a los planes, programas y proyectos de la institución y a su presupuesto, así como su costo beneficio.

b) Se realizarán los estudios necesarios para la determinación de los bienes, servicios u obras requeridos. Estos estudios deberán contener las especificaciones, calidades, características y cantidades de los bienes, servicios u obras requeridos.

c) la UEL - Salud, deberá realizar un estudio de precios o condiciones de mercado, el cual se surtirá a través del Registro Único de Precios de Referencia (RUPR-SICE), para lo cual deberá tener en cuenta los valores de fletes, seguros y demás gastos en que deba incurrir el proveedor para la entrega de los bienes y servicios, así como las condiciones de pago, volúmenes y en general, todos aquellos factores que afecten el precio del bien o servicio. Si de tal análisis se desprende que no existen razones que justifiquen la diferencia de precios entre los precios de referencia y los presentados por los oferentes en el respectivo proceso, la entidad podrá descalificarlos ó declarar desierto el proceso, caso en el cual deberá darse inicio a uno nuevo. 

d) Si la naturaleza del contrato lo demanda, también deberán elaborarse los diseños, planos y estudios que se requieran, según corresponda.

Los estudios deberán ser suscritos por la(s) persona(s) responsable(s) de la elaboración de los mismos.

4.1.1.2  Etapa Precontractual: 

En esta etapa se integrarán todos los actos que la entidad realice para la selección del contratista, como certificado de disponibilidad presupuestal, determinación de las personas a las cuales se dirigirá el proceso contractual, determinación de los criterios de evaluación y selección, la adopción del procedimiento de escogencia, la elaboración de los pre-pliegos de condiciones o pre-términos de referencia, y sus textos definitivos que guiarán el proceso contractual, la recepción de ofertas y la adjudicación.

Los funcionarios de la entidad responsables de la celebración de contratos al escoger el contratista deberán observar el proceso licitatorio o concursal, cuando el valor de los mismos se enmarque en la mayor cuantía para estos efectos, salvo los casos contemplados en el numeral 1) del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 y los que establezcan las disposiciones legales, en los cuales se seguirá el procedimiento de contratación directa.

En todo caso, y con excepción de los procesos cuyo valor sea igual o inferior al diez por ciento (10%) de la menor cuantía y de los que tengan el carácter de reservado de conformidad con la Ley, la entidad publicará los proyectos de pliegos de condiciones o términos de referencia, con el propósito de suministrar al público en general la información que le permita formular observaciones a los mismos. En tal sentido, en los casos de licitación o concurso público, estos deberán publicarse en la página web cuando menos con diez (10) días calendario de antelación a la fecha del acto que ordena la apertura del proceso de selección. En el evento en que el proceso de selección sea de contratación directa, este término será de cinco (5) días calendario.

Del resultado de las observaciones formuladas consideradas relevantes para el proceso de selección, saldrá el texto definitivo de los pliegos de condiciones o términos de referencia los cuales de igual manera deberán ser publicados en la página web.

La adjudicación de las licitaciones o concursos públicos y excepcionalmente en procesos de contratación directa con conformación dinámica de la oferta tendrá lugar en audiencia pública la cual podrá cumplirse en dos (2) etapas y desarrollarse en días diferentes. La audiencia se llevará a cabo con el propósito de presentar el proyecto de respuesta a las observaciones presentadas por los oferentes en la oportunidad establecida en el numeral 8º del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, así como para escuchar a estos en relación con la falta de respuesta a observaciones presentadas dentro del término legal o para señalar cuando alguna de éstas haya sido resuelta en forma incompleta, en intervenciones de duración limitada. Haciendo uso del mismo período de tiempo podrán intervenir las demás personas presentes. En el acto de adjudicación se deberán resolver todas las observaciones formuladas en debida oportunidad. Tanto el acto de adjudicación como de la (s) respuesta (s) a las observación (es) se publicaran en la pagina web.

4.1.1.3  Etapa Contractual 

Comprende la celebración, perfeccionamiento, legalización y ejecución del contrato. Está integrada por todos los actos a cargo del contratista tendientes a cumplir sus obligaciones contractuales y los que adelante la entidad para garantizar que el contrato se ajuste a lo pactado. La información de esta etapa deberá publicarse en la página web.

4.1.1.4  Etapa De Liquidación

Instancia final del vínculo contractual. Realización de cruce de cuentas definitivo que refleje el porcentaje del objeto contractual ejecutado, el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, los pagos a cargo de la entidad , los saldos a favor de las partes y los compromisos necesarios para quedar a paz y salvo en relación con la ejecución del contrato. La información de esta etapa deberá publicarse en la página web.

4.1. 2.  Evaluación  de Gestión y resultados 

4.1.2.1. Contrato  Interadministrativo No. 02 – 01 – 00 –2002 del 24/09/2002,  UEL Salud - FDL de Chapinero  y Hospital de Chapinero, por valor de $56´730.000. El objeto contractual era: "La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad contenidas en el Plan de Atención Básica (PAB), dirigidas a la población de la Localidad de Chapinero de acuerdo con los proyectos Nos: 440A “vida con salud – subproyecto factores de riesgo cardiovascular” y 440.1 “vida con salud – subproyecto hiperactividad/inatención y problemas de aprendizaje como factores de discapacidad transitoria en escolares de grado tercero y cuarto de la Localidad”.

Analizado el contrato el equipo auditor  advierte los siguientes hechos:
Cláusula Segunda, numerales: 

1)  “Realizar una presentación de los proyectos objeto del contrato a la JAL, a la Alcaldía y a la Comunidad antes de iniciar  la ejecución de las actividades contempladas en ellos; El 30/09/2002 el Coordinador de la UEL  informa al contratista la iniciación de la ejecución a partir de la fecha. No obstante, estas obligaciones se cumplieron  1 mes y 5 días después de la fecha en cita. Como consta en el Acta de seguimiento técnico de fecha 6/11/2002, donde se dejo constancia de  “ Para iniciar la ejecución es necesario realizar una presentación ante la JAL, pero solamente hasta el día de ayer (5 de noviembre a las 3 de la tarde) se pudo llevar a cabo esta presentación”, (folios 133, 135 y 149 al 152). 

4), 5) y 6) “Garantizar los recursos humanos, garantizar que el grupo de talento humano sea de carácter interdisciplinario y designar un coordinador para el desarrollo de los proyectos”.  Hasta el 2/10/2002 el Gerente del Hospital de Chapinero informo a la UEL la designación del Coordinador y en el acta de seguimiento del 6/11/2002 dejaron plasmado que (el hospital no ha iniciado actividades debido a que no se ha contratado el grupo de profesionales responsables de la ejecución de las actividades) (folios 142  y 149 al 152). 

Numeral 10) “Presentar un cronograma físico y presupuestal de actividades de la ejecución del contrato antes del inicio de la ejecución”; de tal labor no existe prueba en la carpeta del contrato.

11) y 13) “Presentar mensualmente en medio impreso y magnético al interventor, los informes de gestión tanto programático como presupuestal…” “…durante los primeros 5 días calendarios del mes y presentar facturación de los proyectos contratados dentro de los 5 primeros días calendarios del mes…”, ” …y deberá contener, nombre del proyecto con su correspondiente valor facturado y el valor total de los proyectos que se facturan”, de tal labor no existe prueba en la carpeta del contrato.

Cláusula sexta numeral b) y parágrafo 2 “El saldo del valor del contrato se pagará mensualmente precedido de la certificación de cumplimiento a satisfacción, previa presentación del informe de gestión. La IPS presentará facturación e informe mensual de los servicios prestados, previa certificación de cumplimiento de las obligaciones expedida por el interventor”, Se observa que el primer pago  se dio con la Orden No. 30230 de fecha 10/06/2003, o sea 8 meses y 10 días de haberle informado al contratista el inicio de la ejecución  30/09/2002 (según obran pruebas a folios 133, 135 y 172).  

Octava “Para el pago de toda cuenta es requisito indispensable la constancia expedida por el interventor”. No reposa en la carpeta del contrato.

Novena “plazo de ejecución será de 10 meses contados a partir de la fecha que indique el oficio emanado de la Coordinación UEL - Salud”, a folios 133 y 135 se observa el oficio emanado del Coordinador UEL –Salud de fecha 30/09/2002   donde informa al Gerente del Hospital Chapinero “que el contrato empieza a ejecutarse a partir de la fecha de este oficio toda vez que se encuentran cumplidos los trámites de perfeccionamiento y legalización”, igualmente el subproyecto hiperactividad, inatención y problemas de aprendizaje lo iniciaron en el mes de enero de 2003, según Acta de diciembre 17 de 2002, donde plasmaron lo siguiente: “Debido a que este proyecto se desarrolla con población escolar y en este momento está dado el receso escolar, no se puede entablar el contacto con el CADEL, entidad que orienta la línea de base para intervenir los Centros Educativos Distritales. Las actividades se programaran a partir del mes de enero” (folios 156 – 157), además no se observa el acta de iniciación del contrato.

Décima Segunda, a la fecha de estas actas: 6/11, 17/12 de 2002 y 20/01/2003 no había sido nombrado el interventor del contrato (149 al 152, 154 – 155 y 160 – 161).

Vigésima, parágrafo 1: “Una vez terminado el contrato se procederá a su liquidación, dentro de los 6 meses siguientes a la fecha de su terminación”. Según informe final de supervisión del 10/03/2003, este se termino el 29/07/2003 y se adicionó por 2 meses y según el acta de definición de cuentas del 4/03/2005 se termino el 29/08/2003 y se adicionó por el termino de 1 mes, siendo la fecha de terminación del contrato incierta, no se observa dentro de la carpeta el Acta de terminación y recibo a satisfacción de los servicios contratados, por tanto tomando la fecha plasmada en el acta de definición de cuentas, levantaron esta 1 año y 6 meses después de la fecha supuesta de terminación del contrato (los anteriores documentos en cita se encuentran sin foliar). El incumplimiento de las anteriores cláusulas conllevo a que el convenio se adicionara por un mes más (folios 181 – 182).

Igualmente no se observa dentro de la carpeta del contrato los siguientes documentos: Informes de interventoría y de gestión, informes mensuales de servicios prestados, certificaciones de cumplimiento y recibo a satisfacción expedidas por el interventor y facturación.

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6 y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo preceptuado en:

Los artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano que consagran: "Todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales…los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella".

Ley 80 de 1993, artículos: 4 numerales 1, 2, 4, 6 y 7 (derechos y deberes de las entidades estatales); 5 numeral 2 (derechos y deberes de los contratistas), 14 numeral 1 ( las entidades tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato); 25 numeral 4 (los trámites se adelantaran con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirá las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato); 26 numeral 1, 2 y 4 (principio de responsabilidad); 41 (para iniciar la ejecución del contrato solo se requiere: "la aprobación de la garantía y la existencia de la disponibilidad presupuestal"); 51, 52 y 53 (responsabilidad de servidores públicos, contratistas e interventores), 60 y 61 (liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación. Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición).

El Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejero Ponente: Ramiro Saavedra Becerra, en su fallo de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003), consideró: "Si bien no existe prueba que el contrato hubiera sido liquidado en su oportunidad, lo cierto es que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 en los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, dentro del término fijado para ello, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación. Si el contratista no se presentare a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición. (art. 61 Ley 80). 

En el caso concreto, una vez el contratista hizo entrega a la entidad del objeto contratado, debía procederse con la liquidación del contrato dentro del término señalado por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993. Es decir, si el 12 de junio de 1998 el contratista dio cumplimiento definitivo con su obligación contractual…esto quiere decir que a partir del 13 de junio las partes contaban con el término de cuatro meses para liquidar el contrato y no lo hicieron. 

Solo hasta la etapa de liquidación del contrato concluye el negocio jurídico, puesto que hasta entonces existen obligaciones pendientes que debían resolverse, con el propósito de hacer el ajuste de cuentas necesario. 

En consecuencia, si el término para liquidar de común acuerdo el contrato vencía el 13 de octubre siguiente, la administración podía efectuar la liquidación unilateral dentro de los dos meses siguientes a la expiración del término anterior ( 4 meses). Si la administración no efectuaba la liquidación unilateral al vencimiento del plazo señalado, el contratista debía acudir ante el órgano jurisdiccional para que se realizara la liquidación del contrato por vía judicial, dentro de los dos años siguientes al fracaso de las dos etapas anteriores.

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así: 

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar. 

Además, para el ejercicio de la acción contenciosa se tendrá en cuenta las normas procesales vigentes al momento del vencimiento del contrato y en este caso en particular al vencimiento del término de la obligación de liquidar, por cuanto constituyen normas de orden público y de aplicación constitucional inmediata". 

Igualmente esta misma sala - Consejero Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque, en fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002), considero: "La Sala en varias oportunidades ha precisado la forma de computar el plazo para el ejercicio de la acción contractual y ha señalado que todas las reclamaciones que a bien tenga formular el contratista con ocasión de la ejecución del contrato, debe ejercerlas a más tardar dentro de los dos años siguientes a la terminación o a la liquidación del contrato. Esta Sala ha precisado que la incidencia de la liquidación del contrato respecto de la caducidad para el ejercicio de la acción contractual es vital… y si la administración no lo liquidare "durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto, del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar". 

Con relación a la caducidad de la acción la Ley , la doctrina y la jurisprudencia tienen establecido que la caducidad es el termino dentro del cual puede ejercitarse en forma valida las distintas acciones; plazo que ha consagrado el legislador de manera objetiva es decir sin atender circunstancias subjetivas, como negligencia, ignorancia etc, por parte del demandante (subrayados del despacho).

Falta de cumplimiento y aplicación de la normatividad contractual que regula el contrato descritos en los ítems anteriores.

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones del contratista, entidad e interventor; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.2.  Contrato de Consultoría No. 16 – 01 – 00 – 2003 del 6/05/2003, UEL Salud -  FDL de Puente Aranda e Ingeniería y Proyectos de Infraestructura IPI Ltda, por valor de $25´404.000. El objeto contractual era: "Realizar los estudios de vulnerabilidad sísmica y reforzamiento estructural del CAMI Trinidad Galán – Cra. 60 No. 4 – 15 de la Localidad de Puente Aranda”.

Efectuado el análisis del contrato se advierte las siguientes circunstancias:
El acta de recibo final es de fecha 18/07/2003 y el acta de liquidación es del 5/10/2004, demorándose la administración 1 año, 2  meses y 17 días para proceder a la liquidación del contrato (folios 337 y 351 al 359).

A folios 321 y 330, se observan Ordenes de Pago Nos: -30442 del 4/08/2003, donde se descontó por retefuente el 11,00% y por reteica el 0,69%, -y en la 30579 del 2/10/2003, se descontó por retefuente solo el 2,00% y no se realizo el descuento por reteica., pues a la consultoría profesional se le debe hacer el descuento por reteica del 6.9, dado que Secretaria de Hacienda estableció: "La tarifa de retención del impuesto de industria y comercio será la que corresponda a la actividad, en este caso la actividad es de servicios "consultoría profesional", que es del 6.9. Los agentes retenedores del impuesto de industria y comercio deberán cumplir en relación con dicho impuesto, las obligaciones previstas en los artículos: 375, 377 y 381 del Estatuto Tributario. Las entidades obligadas a hacer la retención deberán consignar el valor retenido en los lugares y dentro del plazo que señale la Secretaria de Hacienda". Además el Estatuto Tributario (Decreto 624 del 30/03/1989), consagra en sus artículos:

367 “Finalidad de la retención en la fuente. Esta tiene por objeto conseguir en forma gradual que el impuesto se recaude en lo posible dentro del mismo ejercicio gravable en que se cause”.

370  “No realizada la retención o percepción, el agente responderá por la suma que está obligado a retener o percibir… Las sanciones o multas impuestas al agente por el incumplimiento de sus deberes serán de su exclusiva responsabilidad”. 

375 “Están obligados a efectuar la retención o percepción del tributo, los agentes de retención que por sus funciones intervengan en actos u operaciones en los cuales deben, por expresa disposición legal, efectuar dicha retención o percepción”. 

376 “Las personas o entidades obligadas a hacer la retención, deberán consignar el valor retenido en los lugares y dentro de los plazos que para tal efecto señale el Gobierno Nacional”. 

No existe constancia de la verificación del cumplimiento de estos requisitos: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”, y  “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta.

Los estudios de conveniencia y oportunidad no cumplen con los requisitos mínimos exigidos en la norma.

Las certificaciones de cumplimiento a satisfacción por parte del interventor no tienen fechas. 

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6 y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo consagrado en:

La ley 80 de 1993, en su artículo 60 y 61 “Liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación”., concordante con la cláusula décima Novena del contrato. "Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición".

Fallos del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejeros Ponentes Dres: Ramiro Saavedra Becerra, de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003) y  -Ricardo Hoyos Duque, fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002).

Estatuto Tributario (Decreto 624 del 30/03/1989), en sus artículos:

368 ”Son agentes de retención o de percepción, las entidades de derecho público, los fondos de inversión, los fondos de valores, los fondos de pensiones de jubilación e invalidez, los consorcios, las comunidades organizadas, {las uniones temporales} y las demás personas naturales o jurídicas, sucesiones ilíquidas y sociedades de hecho, que por sus funciones intervengan en actos u operaciones en los cuales deben, por expresa disposición legal, efectuar la retención o percepción del tributo correspondiente. Aparte entre corchetes incluido por el artículo 115 de la Ley 488 de 1998”.

368-2 “PERSONAS NATURALES QUE SON AGENTES DE RETENCION. <Artículo modificado por el artículo 26 de la Ley 788 de 2002…también deberán practicar retención en la fuente sobre los pagos o abonos en cuenta que efectúen por los conceptos a los cuales se refieren los artículos 392, 395 y 401, a las tarifas y según las disposiciones vigentes sobre cada uno de ellos”. 

Artículo 45 de la Ley 633 de 2000. “Modifíquese el inciso 3º  y adiciónese un inciso al artículo 392 del Estatuto Tributario, los cuales quedarán así: La tarifa de retención en la fuente para los honorarios y comisiones, percibidos por los contribuyentes no obligados a presentar declaración de renta y complementarios, es el diez por ciento (10%) del valor del correspondiente pago o abono en cuenta. La misma tarifa se aplicará a los pagos o abonos en cuenta de los contratos de consultoría y a los honorarios en los contratos de administración delegada. La tarifa de retención en la fuente para los contribuyentes obligados a declarar será la señalada por el Gobierno Nacional” (subrayado del despacho). 

Decreto 2170/2002, artículos:

* 8: “De los estudios previos”. Deberán contener como mínimo la siguiente información:

1. La definición de la necesidad que la entidad estatal pretende satisfacer con la contratación.

2. La definición técnica de la forma en que la entidad puede satisfacer su necesidad, que entre otros puede corresponder a un proyecto, estudio, diseño o prediseño.

3. Las condiciones del contrato a celebrar, tales como objeto, plazo y lugar de ejecución del mismo.

4. El soporte técnico y económico del valor estimado del contrato.

5. El análisis de los riesgos de la contratación y en consecuencia el nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista.

* 27: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”.

Y Ley 789 del 27/12/2002, artículo 50 “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.
Falta de cumplimiento y aplicación de la normatividad contractual que regula el contrato en cita, ausencia de determinación de las obligaciones de la Entidad, falta de control sobre los descuentos y pagos que por ley deben hacerse al contratista, e incumplimiento y desconocimiento de las normas antes descritas. 

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones de la Entidad; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.3. - Contrato de Obra Pública No. 20 - 03 – 00 – 2002, UEL Salud – FDL DE Sumapaz – Hospital Nazareth, y Oscar Báez Maldonado, por valor de $60`147.917,oo y una Adición por valor de $30`073.958,oo. El objeto contractual era: ”Ejecutar las obras de adecuación y dotación de la infraestructura hospitalaria de la Localidad de Sumapaz – UPA San Juan de Sumapaz Hospital de Nazareth, ubicado en el corregimiento San Juan DE LA Localidad de Sumapaz, a más de 70 Kms del casco urbano de Usme, por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste. Parágrafo: El presente contrato comprende la realización de todos los trabajos necesarios para la ejecución de las obras, como también las obras necesarias complementarias, accesorias y/o definitivas, que a juicio del fondo sean necesarias ejecutar”.

Efectuado el análisis del contrato se advierte las siguientes circunstancias:

No obra dentro de la Póliza presentada por el contratista el amparo de la Calidad de la Obra (folios 215 al 221 y  299, 316).

El acta de terminación  de Obra es de fecha 30/06/2003 y el acta de liquidación es de fecha 03/08/2004, o sea esta se realizo 1 año, 1 mes y tres días después de la terminación de la obra (folios  321 y 401 al 403).

No existe constancia de la verificación del cumplimiento de estos requisitos: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”, y  “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta.

El contratista pago la publicación de la adición después de 1 mes de firmada esta, igualmente no se observa dentro de la carpeta el recibo de pago del impuesto de timbre del contrato (folio 290).

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6, y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo consagrado en:

La cláusula Décima Primera, literal c) del Contrato: “El contratista para garantizar el cumplimiento de las obligaciones aquí contraídas, se compromete a constituir a favor de el Fondo,…una  Garantía Única que avale el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato la cual se mantendrá vigente durante su vida, liquidación y se ajustará a los limites, existencia y extensión de los riesgos amparados así: C) Calidad de la Obra: Por un valor equivalente al 15% del valor final del contrato y con una vigencia igual al término de ejecución del contrato y una año más, contados a partir del acta de recibo final de obra.

Cláusula Sexta de la Adición del 13/05/2003. El contratista se compromete, a su costa, a ampliar en el valor aquí adicionado y a actualizar la vigencia de los riesgos contemplados en la garantía constituida acorde con los términos pactados para cada uno de ellos, consiguiendo que aquellas vigencias que comprenden la duración del contrato  se extiendan hasta la finalización del plazo pactado y 4 meses más” . 

Ley 80 de 1993, artículo 25 numeral 19, concordante con el Decreto 679 de 1994 en sus  artículos 16, 17 literal d y 18 “El objeto de la garantía única. De los riesgos que debe cobijar la garantía. La entidad estatal contratante sólo aprobará la garantía que con sujeción a lo dispuesto en el respectivo contrato ampare el cumplimiento idóneo y oportuno conforme a lo dispuesto en el presente Decreto”,  arts: 4 numeral 5 (derechos y deberes de las entidades estatales: Exigirán que la calidad de los bienes y servicios adquiridos por las entidades estatales se ajusten a los requisitos mínimos previstos en las normas  técnicas obligatorias); 5 numeral 4 (derechos y deberes de los contratistas: Garantizarán la calidad de los bienes y servicios contratados y responderán por ello), 51, 52 y 53 (responsabilidad de servidores públicos, contratistas e interventores)., 60 y 61 que consagra: (Liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación., concordante con la cláusula vigésima sexta del contrato. Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición).

Fallos del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejeros Ponentes Dres: Ramiro Saavedra Becerra, de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003) y  -Ricardo Hoyos Duque, fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002).
Decreto 2170/2002, artículo 27: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”.

Ley 789 del 27/12/2002, artículo 50 “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.
Cláusula Sexta de la Adición del 13/05/2003: ”El contratista se compromete, a su costa… a pagar los derechos de publicación e impuesto de timbre. El contratista presentará los documentos que acrediten el cumplimiento de las obligaciones aquí pactadas, a más tardar dentro de los 5 días siguientes a la suscripción de la presente adición”. 

Ley 788 del 27 de diciembre de 2002, artículo 27. Base gravable en el impuesto de timbre nacional. Modifíquese el inciso primero del artículo 519 del Estatuto Tributario, el cual queda así: “El impuesto de timbre nacional, se causará a la tarifa del uno punto cinco por ciento (1.5%) sobre los instrumentos públicos y documentos privados, incluidos los títulos valores, que se otorguen o acepten en el país, o que se otorguen fuera del país pero que se ejecuten en el territorio nacional o generen obligaciones en el mismo, en los que se haga constar la constitución, existencia, modificación o extinción de obligaciones, al igual que su prórroga o cesión, cuya cuantía sea superior a cincuenta millones de pesos ($50.000.000), (valor año base 2002), en los cuales intervenga como otorgante, aceptante o suscriptor una entidad pública, una persona jurídica o asimilada, o una persona natural que tenga la calidad de comerciante…”., concordante con la cláusula sexta de la Adición del 13/05/2003.

Y artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano que consagran: "Todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales…los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella".

Falta de: -cumplimiento y aplicación de las normas anteriormente descritas, -del amparo del riesgo en comento y recaudo del valor correspondiente al impuesto en cita, por lo que se observa la ausencia de las obligaciones de la Entidad, contratista e interventor. 

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones del contratista, entidad e interventor; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.4. -  Contrato de Obra No. 11 – 03 – 00 - 2003 del 29/12/2003,  UEL Salud - FDL de Suba - Hospital de Suba y Consorcio PIN, por valor de $30´214.187,50, cuyo objeto contractual era: "Ejecutar las obras de adecuaciones, reparaciones locativas para el CAMI SUBA (Geriatria)– Hospital de Suba E.S.E., por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, de acuerdo a las cantidades  de obra y especificaciones técnicas suministradas por el Fondo de Desarrollo Local de Suba por el sistema de precios unitarios fijos sin fórmula de reajuste. Parágrafo: El presente contrato comprende la realización de todos los trabajos necesarios para la ejecución de las obras, como también las obras necesarias complementarias, accesorias y/o definitivas, que a juicio del fondo sean necesarias ejecutar”..

Analizado el contrato el equipo auditor  advierte los siguientes hechos:
Del Contrato  en sus cláusulas:

Cuarta que consagraba: “Plazo- El contratista se obliga a entregar la obra a entera satisfacción  de el Fondo en un plazo de 2 meses contados a partir del acta de iniciación de obra suscrita con posterioridad al oficio de legalización  expedido por la Coordinadora de la UEL – Salud”. A folios 281 y 290 se observan: el oficio emanado del Coordinador UEL –Salud de fecha 04/02/2004, donde informa al Representante Legal del Consorcio PIN “que el contrato empieza a ejecutarse a partir de la fecha de este oficio toda vez que se encuentran cumplidos los trámites de perfeccionamiento y legalización”, y el acta de iniciación de Obra es de fecha 12/04/2004, o sea que se dio inicio a la Obra después de 2 meses y 10 días del oficio expedido por el Cordinador de la UEL – Salud. igualmente la póliza fue aprobada el 29/01/2004 fecha esta en que se cumplieron los requisitos de legalización del contrato.

Décima Segunda numeral 5: “En desarrollo de su función el interventor cumplirá  en especial lo siguiente: 5) Velar… y en especial cuando el Acta de iniciación no se suscriba dentro de los 8 días siguientes al oficio de legalización, lo anterior en el evento de que la duración del contrato este sujeto al Acta de iniciación”. El Acta de iniciación de Obra se suscribió el 12/04/2004, después de 2 meses y 10 días del oficio expedido por el Coordinador de la UEL – Salud de fecha 04/02/2004 (folios 281 y 290).

Vigésima Séptima: “Una vez terminado el contrato se procederá a su liquidación, de conformidad con lo preceptuado por la Ley 80/93”. A folios 337 y 339 al 350, se observan: -el Acta de recibo final de obra de fecha 27/05/2004 y el Acta de liquidación de fecha 7/12/2004, observándose que esta Acta se suscribió 6 meses y 10 días después del recibo final de Obra.

los estudios de conveniencia y oportunidad no cumplen con los requisitos mínimos exigidos en la norma.

No existe constancia de la verificación del cumplimiento de estos requisitos: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”, y  “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”, pues no se observa la constancia por parte de la Entidad del cumplimiento de estas obligaciones.

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6 y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo preceptuado en:

Los artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano que consagran: "Todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales…los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella".

Ley 80 de 1993, artículos: 4 numeral 1, (derechos y deberes de las entidades estatales – exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado); 5 numeral 2 (derechos y deberes de los contratistas – Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla…obrarán con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y en trabamientos que pudieren presentarse), 14 numeral 1 (las entidades tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato); 25 numeral 4 (los trámites se adelantaran con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirá las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato); 26 numeral 1, 2 y 4 (principio de responsabilidad); 41 (para iniciar la ejecución del contrato solo se requiere: "la aprobación de la garantía y la existencia de la disponibilidad presupuestal"); 51, 52 y 53 (responsabilidad de servidores públicos, contratistas e interventores), 60 y 61 (liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación. Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición) (subrayado del despacho).

Fallos del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejeros Ponentes Dres: Ramiro Saavedra Becerra, de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003) y  -Ricardo Hoyos Duque, fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002).
Decreto 2170/2002, artículos:

* 8: “De los estudios previos”. Deberán contener como mínimo la siguiente información:

1. La definición de la necesidad que la entidad estatal pretende satisfacer con la contratación.

2. La definición técnica de la forma en que la entidad puede satisfacer su necesidad, que entre otros puede corresponder a un proyecto, estudio, diseño o prediseño.

3. Las condiciones del contrato a celebrar, tales como objeto, plazo y lugar de ejecución del mismo.

4. El soporte técnico y económico del valor estimado del contrato.

5. El análisis de los riesgos de la contratación y en consecuencia el nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista.

* 27: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”.

Y Ley 789 del 27/12/2002, artículo 50 “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.
Falta de cumplimiento y aplicación de la normatividad contractual que regula el contrato descritos en los ítems anteriores.

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones del contratista, entidad e interventor; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.5. -  Contrato de Obra Pública No. 11 – 04 – 00 – 2003 del 29/12/2003, UEL Salud – FDL DE Suba – Hospital de Suba y Marcolino Hernández Delgado, por valor de $75`215.250. El objeto contractual era: ”Ejecutar las obras de adecuaciones, reparaciones locativas para el CAMI Gaitana – Hospital de Suba E.S.E., ubicado en la Tranv 117 No. 133 – 00, por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, de acuerdo a las cantidades  de obra y especificaciones técnicas suministradas por el Fondo de Desarrollo Local de Suba. Parágrafo: El presente contrato comprende la realización de todos los trabajos necesarios para la ejecución de las obras, como también las obras necesarias complementarias, accesorias y/o definitivas, que a juicio del fondo sean necesarias ejecutar”.

Analizado el contrato el equipo auditor  advierte los siguientes hechos:
Del Contrato en sus Cláusulas:

4 “El contratista se obliga a entregar la obra en un plazo de 2 meses contados a partir del acta de iniciación suscrita con posterioridad al oficio de legalización expedida por la Coordinadora de la UEL”. Se observan:  -oficio del Coordinador de la UEL de fecha 03/02/2004, donde le informa al contratista que  el contrato “empieza a ejecutarse a partir de la fecha de este oficio toda vez que se encuentran cumplidos los trámites de perfeccionamiento y legalización”, -y la póliza, la cual fue aprobada el 14/01/2004, fecha esta en que se cumplieron los requisitos de legalización, y solo hasta el día 17/05/2004 se suscribió el Acta de iniciación de obra (folios 209, 222, 223 y 235)., o sea 4 meses y 3 días después de cumplidos los requisitos de legalización (aprobación de la póliza). 

4 parágrafo segundo “Cuando haya necesidad de ampliar el plazo convenido, el contratista presentará antes del vencimiento del término de ejecución del contrato solicitud de prorroga a el Fondo, previo visto bueno del interventor, explicando las razones para ello, suscribirá el acuerdo correspondiente y ampliará las garantías correspondientes”, se observa a folios 235 y 264, - el Acta de iniciación de obra de fecha 17/05/2004, por tanto la fecha de terminación fue el 16/07/2004, -y la adición de fecha 03/08/2004,  o se 17 días después de terminado el contrato. 

6 numeral 1: “El Fondo pagará el valor del contrato así: un 50% del valor del contrato  en calidad de anticipo, a la legalización del contrato, amortizables contra los dos primeros recibos parciales de obra". A folio 228 y 387 se observa el giro del anticipo con la Orden de Pago No. 199 del 26/04/2004, por valor de $37`607.625,oo  y un extracto del Banco de Bogotá del 30/06/04 donde  el 31/05 y el 25/ 06/04 se retiro la suma del anticipo, sin que se observen  Actas de estas fechas que consten que se hubo recibo parcial de obra, para así proceder a  realizar la amortización del anticipo. 

Décima Segunda numeral 5: “En desarrollo de su función el interventor cumplirá  en especial lo siguiente: 5) Velar… y en especial cuando el Acta de iniciación no se suscriba dentro de los 8 días siguientes al oficio de legalización, lo anterior en el evento de que la duración del contrato este sujeto al Acta de iniciación”. El Acta de iniciación de Obra se suscribió el 17/05/2004, después de 3 meses y 14 días del oficio expedido por el Coordinador de la UEL – Salud de fecha 03/02/2004 (folios 222, 223 y 235).

Vigésima Séptima “Una vez terminado el contrato se procederá a su liquidación, de conformidad con lo preceptuado por la Ley 80/93”. Según el Acta de iniciación de la obra fue de fecha 17/05/2004, su terminación era el 16/07/2004 (2 meses de ejecución), pues la adición fue celebrada con posterior a la fecha de terminación de la obra y el acta de liquidación es del 03/12/2004, la administración realizó la liquidación del contrato  4 meses y 17 días después de su terminación (folios 235, 360 al 375).

Los estudios de conveniencia y oportunidad no cumplen con los requisitos mínimos exigidos en la norma.

No existe constancia de la verificación del cumplimiento de estos requisitos: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”, y  “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”, pues no se observa la constancia por parte de la Entidad del cumplimiento de estas obligaciones.

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6 y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo preceptuado en:

los artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano que consagran: "Todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales…los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella".

Ley 80 de 1993, artículos: 4 numeral 1, (derechos y deberes de las entidades estatales – exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado); 5 numeral 2 (derechos y deberes de los contratistas – Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla…obrarán con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y entrabamientos que pudieren presentarse), 14 numeral 1 (las entidades tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato); 25 numeral 4 (los trámites se adelantaran con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirá las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato); 26 numeral 1, 2 y 4 (principio de responsabilidad); 41 (para iniciar la ejecución del contrato solo se requiere: "la aprobación de la garantía y la existencia de la disponibilidad presupuestal"); 51, 52 y 53 (responsabilidad de servidores públicos, contratistas e interventores), 60 y 61 (liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación. Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición) (subrayado del despacho).

Fallos del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejeros Ponentes Dres: Ramiro Saavedra Becerra, de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003) y  -Ricardo Hoyos Duque, fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002).

Decreto 2170/2002, artículos:

* 8: “De los estudios previos”. Deberán contener como mínimo la siguiente información:

1. La definición de la necesidad que la entidad estatal pretende satisfacer con la contratación.

2. La definición técnica de la forma en que la entidad puede satisfacer su necesidad, que entre otros puede corresponder a un proyecto, estudio, diseño o prediseño.

3. Las condiciones del contrato a celebrar, tales como objeto, plazo y lugar de ejecución del mismo.

4. El soporte técnico y económico del valor estimado del contrato.

5. El análisis de los riesgos de la contratación y en consecuencia el nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista.

* 27 “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”.

Y Ley 789 del 27/12/2002, artículo 50 “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.
Falta de cumplimiento y aplicación de la normatividad contractual que regula el contrato descritos en los ítems anteriores.

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones del contratista, entidad e interventor; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.6. - Contrato de Obra Pública No. 11 – 05 – 00 – 2003 del 30/12/2003, UEL Salud – FDL DE Suba – Hospital de Suba y Juan Carlos Briceño Chávez, por valor de $30`441.250,oo. El objeto contractual era: ”Ejecutar las obras de adecuaciones, reparaciones locativas para la UPA RINCON – Hospital de Suba ESP., por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, de acuerdo a las cantidades  de obra y especificaciones técnicas suministradas por el Fondo de Desarrollo Local de Suba. Parágrafo: El presente contrato comprende la realización de todos los trabajos necesarios para la ejecución de las obras, como también las obras necesarias complementarias, accesorias y/o definitivas, que a juicio del fondo sean necesarias ejecutar”.
Analizado el contrato el equipo auditor  advierte los siguientes hechos:
Del Contrato en sus Cláusulas:

4 “Plazo - El contratista se obliga a entregar la obra en un plazo de 2 meses contados a partir del acta de iniciación suscrita con posterioridad al oficio de legalización expedida por la Coordinadora de la UEL”. Se observan:  -oficio del Coordinador de la UEL de fecha 03/02/2004, donde le informa al contratista que  el contrato “empieza a ejecutarse a partir de la fecha de este oficio toda vez que se encuentran cumplidos los trámites de perfeccionamiento y legalización”, -y la póliza, la cual fue aprobada el 26/01/2004, fecha esta en que se cumplieron los requisitos de legalización del contrato (folios 201 y 190), y solo hasta el día 05/04/2004 se suscribió el Acta de iniciación de obra (folio 212)., o sea 2 meses y 9 días después de cumplidos los requisitos de legalización (aprobación de la póliza). 

Décima Segunda numeral 5: “En desarrollo de su función el interventor cumplirá  en especial lo siguiente: 5) Velar… y en especial cuando el Acta de iniciación no se suscriba dentro de los 8 días siguientes al oficio de legalización, lo anterior en el evento de que la duración del contrato este sujeto al Acta de iniciación”. El Acta de iniciación de Obra se suscribió el 05/04/2004, o sea 2 meses y 2 días después del oficio expedido por el Coordinador de la UEL – Salud de fecha  03/02/2004, (folios 201 y 212).

Décima Primera, numeral c) “Calidad de la obra. El contratista se compromete a constituir a favor de el Fondo, la garantía única de que trata la Ley 80/93, amparando los siguientes riesgos, c). Calidad de la obra. Con una vigencia  igual al término de ejecución del contrato y 1 año más, contados a partir del acta de recibo final de obra”. La póliza No. 033305657 (folios 194, 215), en el amparo “calidad de elementos” en la vigencia se consagro en la fecha inicial desde el 30/12/2003 (celebración del contrato), siendo la fecha real el 04/06/04 fecha en la cual se suscribió el acta de recibo final de obra (folio 252), y así fueron aprobadas por la entidad. 

Vigésima Séptima “Una vez terminado el contrato se procederá a su liquidación, de conformidad con lo preceptuado por la Ley 80/93”. Según el Acta de recibo final de obra es de fecha 04/06/04  y dentro de la carpeta no se encontró acta de liquidación, a folio 257 se observa el memorando No. 010  del 05/01/20005 de la Jefe de la Oficina Jurídica, dirigido al Coordinador UEL Salud, donde le informa: “Devolución acta de liquidación del contrato. Por encontrarse vencido el término de liquidación del contrato desde hace algo más de 6 meses, esta oficina ha conceptuado que ya no es procedente ni su liquidación bilateral ni unilateral” (folio 252), como se observa transcurrieron 7 meses 1 día desde la terminación a la fecha de devolución del acta de liquidación, sin que se hubiera realizado la liquidación del contrato en cita.

Los estudios de conveniencia y oportunidad no cumplen con los requisitos mínimos exigidos en la norma.

No existe constancia de la verificación del cumplimiento de estos requisitos: “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”, y  “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”, pues no se observa la constancia por parte de la Entidad del cumplimiento de estas obligaciones.

Omisión de la Constitución Política de Colombia artículo 6 y Ley 734 de 2002 artículos 34 núms. 1° - 2° y 35 num. 1°.

En la ejecución y cumplimiento del contrato debió darse aplicación a lo consagrado en:

Los artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano que consagran: "Todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales…los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella".

Ley 80 de 1993, artículos: 4 numeral 1, (derechos y deberes de las entidades estatales – exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado); 5 numeral 2 (derechos y deberes de los contratistas – Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla…obrarán con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y en trabamientos que pudieren presentarse), 14 numeral 1 (las entidades tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato); 25 numeral 4 (los trámites se adelantaran con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirá las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato); 26 numeral 1, 2 y 4 (principio de responsabilidad); 41 (para iniciar la ejecución del contrato solo se requiere: "la aprobación de la garantía y la existencia de la disponibilidad presupuestal"); 51, 52 y 53 (responsabilidad de servidores públicos, contratistas e interventores), 60 y 61 (liquidación de los contratos: se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los 4 meses siguientes a la finalización del contrato o a la terminación. Si el contratista no se presenta a la liquidación o las partes no llegan a ningún acuerdo, será efectuada directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición) (subrayado del despacho).

Fallos del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Consejeros Ponentes Dres: Ramiro Saavedra Becerra, de fecha veinticuatro (24) de julio de dos mil tres (2003) y  -Ricardo Hoyos Duque, fallo de fecha quince (15) de agosto de dos mil dos (2002).

Decreto 2170/2002, artículos:

* 8: “De los estudios previos”. Deberán contener como mínimo la siguiente información:

1. La definición de la necesidad que la entidad estatal pretende satisfacer con la contratación.

2. La definición técnica de la forma en que la entidad puede satisfacer su necesidad, que entre otros puede corresponder a un proyecto, estudio, diseño o prediseño.

3. Las condiciones del contrato a celebrar, tales como objeto, plazo y lugar de ejecución del mismo.

4. El soporte técnico y económico del valor estimado del contrato.

5. El análisis de los riesgos de la contratación y en consecuencia el nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista.

* 27 “Las entidades estatales verificarán por medio de los interventores o supervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social”.

Y Ley 789 del 27/12/2002, artículo 50 “Control de evasión de los recursos parafiscales…Las Entidades Públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda la vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber cotizado…El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta”.
Falta de cumplimiento y aplicación de la normatividad contractual que regula el contrato descritos en los ítems anteriores.

Se genero un presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por negligencia e incumplimiento de deberes y obligaciones del contratista, entidad e interventor; desconociendo las normas propias de la ejecución del contrato estatal, lo que conllevo a que se produjera este, pues no se observan pruebas que conduzcan a certificar el cumplimiento de lo antes descrito.

4.1.2.7. -  Contrato No UEL  SALUD 18 –01- 00 – 2002:

Contratista:        

Hospital Rafael Uribe  Uribe 

Fecha de Suscripción: 
17 de Septiembre de 2002

Valor:                                 $ 420.449.821

Plazo:                                 10 meses  
                                           

Objeto del Contrato: La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad  contenidas  en el PAB. Dirigidas a la población de la Localidad de Rafael Uribe Uribe de acuerdo con los proyectos numero 0937, 0938, 0903 y 0922. 

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato se observa que este se  termino  el  día  16 de Octubre de 2003, según acta y  solo hasta el día 4 de marzo del 2005, fue liquidado. 

La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. Donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el Art. 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgresión el articulo 60 de la ley 80.  presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

4.1.2.8. -  Contrato No UEL  SALUD 03 –01- 00 – 2002.

Contratista:        

Hospital Centro  Oriente 

Fecha de Suscripción: 
17 de Septiembre de 2002

Plazo:                                 10 meses 

Valor del contrato:              $ 165.000.000  
                                           

Objeto del Contrato: La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad  contenidas  en el PAB. dirigidas a la población de la Localidad de Santa fe de acuerdo con el proyecto numero “1946”. 

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato se observa que este se  termino  el  día  16 de Octubre de 2003, según acta y  solo hasta el día 4 de marzo del 2005, fue liquidado. 

La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el art 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede el articulo 60 de la ley 80,  presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

4.1.2.9. -  Contrato No UEL  SALUD 04 –01- 00 – 2002:

Contratista:        

Hospital San Cristóbal 

Fecha de Suscripción: 
18 de Noviembre de 2002

Valor:                                $ 120.900.000

Plazo:                                10 meses  
                                           

Objeto del Contrato: La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad  contenidas  en el PAB. dirigidas a la población de la Localidad de Sancritobal de acuerdo con los proyectos numero 0517, 0425, 0845. 

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato se observa que este se  termino  el  día  17  de Septiembre de 2003, según acta y  solo hasta el día 4 de marzo del 2005, fue liquidado. 

La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el art 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede el articulo 60 de la ley 80.  presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

4.1.2.10. -  Contrato No UEL  SALUD 19 –01- 00 – 2002:

Contratista:        

Hospital Vista Hermosa 

Fecha de Suscripción: 
23 de Septiembre de 2002

Valor:                                 $ 36.000.000

Plazo:                                 10 meses  
                                           

Objeto del Contrato: La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad  contenidas  en el PAB. dirigidas a la población de la Localidad de San Cristóbal de acuerdo con el proyecto numero 2577. 

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato se observa que este se  termino  el  día  02  de Septiembre de 2003, según acta y  solo hasta el día 4 de marzo del 2005, fue liquidado además el contrato lo adicionaron por el 100% del valor inicial. 

La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el art 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede el articulo 60 de la ley 80.  presunta transgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

4.1.2.11  Contrato No UEL  SALUD 11 –01- 00 – 2002.

Contratista:        

Hospital de Suba 

Fecha de Suscripción: 
22 de Septiembre de 2002

Valor:                                 $402.931.800

Plazo:                                 10 meses  
                                           

Objeto del Contrato: La compraventa de acciones complementarias de promoción de la salud y prevención de la enfermedad  contenidas  en el PAB. dirigidas a la población de la Localidad de Suba  de acuerdo con los proyectos numero0177,0181,0165.

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato se observa que este se  termino  el  día  22  de Septiembre de 2003, según acta y  solo hasta el día 4 de marzo del 2005, fue liquidado.

 La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el art 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede el articulo 60 de la ley 80.  Presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

4.1.2.12 - Contrato  No. 11-01-00-2003. 

Suscripción del contrato:   26 de Noviembre de 2003.

Valor:                                $ 907.512.600

Plazo:                               10 meses 

Acta inicial:                       12 de Diciembre de 2003.

Acta final:                         11 de Octubre de 2004.

Acta de liquidación:          2 de Septiembre de 2004.

Objeto: Contratar con el hospital de suba I nivel ESE,  la ejecución de las acciones complementarias de promoción y prevención insertas en los  proyectos: “Aplicación de técnicas para identificación de la deficiencia oral  y visual de los niños y niñas de la localidad de suba “Desarrollar un proyecto integral para adultos mayores” Asistencia  y prevención a familias desplazadas y en alto riesgo de violencia social e intrafamiliar en la localidad de suba”, Programa integral para la atención y detección tempr5ana de la desnutrición del menor con buenos hábitos alimentarios en la familia y cuidadores de la localidad. 

El análisis hecho a los documentos que soportan el citado contrato, se observa que este se  termino  el  día  11  de Octubre de 2004, según acta y  solo hasta el día 2 de Septiembre  del 2005, fue liquidado.

 La Planeación como desarrollo del principio del interés publico y del principio de la legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos no puede ser fruto de la improvisación. donde la finalidad 

es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos.

Las disposiciones constitucionales que respaldan este principio son el art 209 de la Carta Magna donde dispone “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede el articulo 60 de la ley 80.  Presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones

4.1.2.13  al  4.1.2.20. Se aceptan las respuestas dadas por la Administración.

4.1.2.21 -  Contratos Nos: 03 – 03 – 00 - 2002  celebrados entre la UEL Salud y la asociación para el desarrollo  y la participación - Asoda., y el No. 03 de 2003  celebrado entre Hospital Centro Oriente   con el Sr. Efren rivera con CC. No. 79515477 de Bogotá.
Con ocasión de la correspondiente revisión de los contratos del Plan de Atención Básica PAB, que fueron objeto de la muestra, se evidenció que  el contrato Nº 03-03-00- 2002  celebrado entre la UEL Salud y ASOCIACION PARA EL DESARROLLO  Y LA PARTICIPACION, ASODA. Cuyo objeto fue: “Diseñar y desarrollar conjuntamente con la comunidad de la localidad de santa fe una estrategia que permita comprometer a la población de la localidad  en la participación activa para la difusión de los resultados de la investigación de prevalecía en factores de riesgo cardiovasculares y en el diseño e implementación

de las intervenciones comunitarias para la promoción de la actividad física, hábitos alimentarios adecuados y prevención del consumo de tabaco en el marco de la formulación de la política Distrital de prevención de enfermedades crónicas y de la línea estratégica del plan de desarrollo local, “MEJORAMIENTO DE LAS CONDICIONES DE SALUD”, por valor de  $25 millones, donde en el informe final concluyen: “con que  se  Introdujo  en una base de  datos los 107.000  habitantes residentes en  la localidad  de santa fe y al azar se escogieron 2100 personas y no ha sido fácil que se dejen encuestar y mucho menos  que se dejen tomar la muestra de sangre”.

La población objeto fueron los barrios perseverancia, san martín, san bernardo, roció, las cruces., lo que demuestra que no se cumplió con el objeto contractual, ocasionando al erario Distrital un presunto detrimento patrimonial. 

“ Realizar el levantamiento del diagnostico social  para el proyecto Crónicas de la localidad de santa fe que permita la adecuada planeación de futuras intervenciones en el marco de la política Distrital para la prevención  de enfermedades crónicas por un valor de $11 millones por un tiempo de un mes y quince días, sobre este contrato no fue posible encontrar informe final, ni prueba alguna que demuestre la ejecución del contrato, por lo que se observa el incumplimiento del objeto contractual, lo que conlleva a generar un presunto detrimento al Distrito Capital. 

Este mismo objeto fue contratado No 03 – 01 – 00 – 2002, en desarrollo del subproyecto Nº 7423 “Promoción de estilos de vida saludable y prevención de enfermedades crónicas donde su objeto es brindar apoyo a la recolección de la información  y orientación a servicios de salud de población encuestada en investigación de prevalencía de factores de riesgo cardiovasculares que será la línea de base para evaluar  impacto de la implementación de la política donde la meta Nº 2 fue orientar a 2.500 personas encuestadas en la localidad de santa fe, a los servicios de salud según la necesidad de prevención de enfermedades crónicas, donde la población objeto fueron directas  1500 estudiantes, 95 docentes, indirectas 1100 estudiantes y habitantes de la localidad de santa fe. Igualmente en el mismo periodo, el  Hospital Centro Oriente  celebra el contrato Nº 03 de 2003 con el señor  EFREN RIVERA  identificado con el numero de cédula 79515477 de Bogotá para que desarrolle  el  mismo objeto.

Lo anterior demuestra la falta de planeación en el proceso de contratación toda vez que  esta como  desarrollo del principio del interés publico y del principio de legalidad que enmarca la actividad publica en la escogencia, celebración ejecución y liquidación de los contratos, estos  no pueden  ser fruto de la improvisación, donde la finalidad es la de impedir el despilfarro de los dineros públicos. Además los recursos públicos a diferencia de los privados tienen exclusivamente un fin social  que es servir a la comunidad, en forma adecuada y no con el fin de agotar el rubro presupuestal en forma ineficiente e inoportuna, pues todo servidor público responderá por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberá indemnizar los daños que se causen por ellas.
Este principio se ampara en  la Constitución Política de Colombia artículos: 6 y 209 este ultimo consagra: “…Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del estado…”.

Los hechos anteriores constituyen un presunto hallazgo de carácter  administrativo con incidencia  disciplinaria  toda vez que transgrede los artículos 26y 60  de la ley 80.  Presunta trasgresión al  articulo 6ª Ley 610 de 2000,  ineficiente, inoportuna  liquidación de los contratos además los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones. 

Como resultado de esta evaluación se observa que el Sistema de Control Interno de la UEL Salud  y la oficina jurídica, presenta deficiencias que inciden en el logro de la misión y los objetivos estratégicos institucionales, a cargo de esta dependencia. 

A pesar de estar formalmente establecida la Oficina Asesora de Control Interno, legalizada, organizada, no se denota una labor planeada que sea efectiva y que permita cumplir cabalmente con los objetivos del Sistema, de conformidad con  lo normado en el artículo 2º. De la Ley 87 de 1993 y demás normas concordantes.

En conclusión el resultado de esta evaluación da cuenta que el Sistema de Control Interno de la Oficina  Jurídica, aún no es eficiente ni eficaz. Es necesario, por tanto, el cabal cumplimiento de los principios y orientaciones establecidos en la Ley 87 de 1993 y sus Decretos reglamentarios, como quiera que debe recordarse que el Sistema de Control Interno es una herramienta gerencial que ayuda al logro de los objetivos institucionales. 

Por lo anterior, se requiere un claro compromiso  no sólo de la Oficina Asesora de Control interno sino de la UEL  y de cada uno de los funcionarios, quienes deberán tomar las acciones necesarias, tendientes a su fortalecimiento, por ejemplo, acometiendo la formulación del manejo de los riesgos, identificando en forma precisa las acciones a seguir, para evitar, reducir, dispersar, transferir o asumir el riesgo, determinando los responsables, actividades, presupuesto, tiempo  y los resultados esperados.

5. ANEXOS

ANEXO. 5.1.

CUADRO DE HALLAZGOS Y OBSERVACIONES DETECTADOS Y COMUNICADOS

TIPO DE HALLAZGO
CANTIDAD
VALOR
REFERENCIACIÓN

ADMINISTRATIVOS
13
NA
4.1.2.1, 4.1.2.2, 4.1.2.3, 4.1.2.4, 4.1.2.5, 4.1.2.6, 4.1.2.7, 4.1.2.8, 4.1.2.9, 4.1.2.10, 4.1.2.11, 4.1.2.12, 4.1.2.21. 

FISCALES
0
NA


DISCIPLINARIOS
13
NA
4.1.2.1, 4.1.2.2, 4.1.2.3, 4.1.2.4, 4.1.2.5, 4.1.2.6, 4.1.2.7, 4.1.2.8, 4.1.2.9, 4.1.2.10, 4.1.2.11, 4.1.2.12, 4.1.2.21.

PENALES
0
NA


TOTAL


26
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�   Desde 1998, fecha en la cual el gobierno distrital de Enrique Peñaloza, mediante el ya derogado decreto 176, creó las UEL, reasumiendo la ejecución de más del 85,0% de los recursos locales, situación que continuó el ex alcalde Antanas Mockus y el actual Alcalde.





� Esta metodología no incluye las personas que viven en hogares colectivos, ni las que no tienen vivienda.


� Fuente: Perfiles de la Educación por Localidad, SED, 2002.


� 	Fuente: Dane, Encuesta de Calidad de Vida, 2003. NOTA: la tasa de desocupados corresponde al total de desocupados sobre la población económicamente activa (PEA)*100.





� 	Proyecto Bogotá cómo vamos, Fundación Corona, El Tiempo y Cámara de Comercio de Bogotá. 2004. Documento La pobreza en Bogotá.
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